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procedente del 

Tribunal de 
Primera 
Instancia, Sala 

de Mayagüez 
 

 
Criminal Núm.: 
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al 418 
 
Art. 5.01 
Arts 5.04 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón, la 

Jueza Surén Fuentes y la Jueza Cortés González. 
 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 11 de septiembre de 2018. 

 El señor Edwin Ramos Aponte (señor Ramos) compareció ante 

nosotros en recurso de apelación en aras de que revisemos y 

revoquemos la denegatoria a la Moción Solicitando Desestimación de 

Cargos y se Dejen Sin Efecto las Sentencias que emitió el Tribunal 

de Primera Instancia (TPI), Sala de Mayagüez, el 8 de mayo de 2018.1  

Con el beneficio de la postura del Procurador General procedemos a 

disponer de la controversia que nos ocupa.   

I 

 Por denuncias sometidas en contra del señor Ramos, el 

magistrado dictó sentencia condenatoria el 13 de agosto de 2013 por 

violaciones a los Art. 5.01 y 5.04 de la Ley de Armas de Puerto Rico2.  

Luego de apelado y confirmado el fallo con su respectiva sentencia, 

el 4 de mayo de 2018, el señor Ramos presentó escrito intitulado 

Moción Solicitando Desestimación de Cargos y se Deje Sin Efecto las 

Sentencias.  Allí argullo que las acusaciones, convicciones y 

                                                 
1 Toda vez que la decisión recurrida constituye una resolución interlocutoria, 
acogemos el recurso de epígrafe como un certiorari, por ser el vehículo procesal 

adecuado para la revisión de este tipo de dictámenes. 
2 Ley Núm. 404—2000, según enmendada, 25 LPRA sec. 458 y 458c. 
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sentencias por el quebrantamiento del Art. 5.04 de la Ley de Armas 

de Puerto Rico, supra, eran inconstitucionales por violar la Segunda 

Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos de América, así 

como el debido proceso de ley.  Sostuvo que dicha regulación 

atentaba contra su derecho a poseer armas de fuego, pues al ser 

Puerto Rico un territorio de los Estados Unidos y haber sido 

catalogado dicho derecho como uno fundamental, nos era de 

aplicación la referida garantía constitucional por virtud de la 

Decimocuarta Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos 

de América.  Consecuentemente, concluyó que el Art. 5.04 de la Ley 

de Armas de Puerto Rico, supra, constituía una restricción excesiva, 

pues prohibía totalmente el derecho a una persona de llevar un 

arma de fuego si carecía de licencia para ello.   

 Ante la solicitud del señor Ramos, el 8 de mayo de 2018, el 

TPI emitió la decisión objeto aquí de revisión.  Como adelantamos, 

mediante la misma el foro a quo denegó la petición del aquí 

compareciente y para ello se amparó en las expresiones emitidas por 

un panel hermano en Rodríguez v. ELA, KLAN201500143.  

Insatisfecho, el señor Ramos recurrió ante nosotros y en su recurso 

planteó la comisión del siguiente error:  

Erró el Honorable Tribunal de Primera Instancia al 
declarar NO HA LUGAR de plano la Moción Solicitando 
Desestimación de cargos y dejen sin efecto las 

sentencia[s].   
 

 Al igual que en el TPI, el señor Ramos retó la 

constitucionalidad del Art. 5.04 de la Ley de Armas de Puerto Rico, 

supra, por alegadamente violentar el derecho fundamental a poseer 

y portar armas según garantizado por la Segunda Enmienda de la 

Constitución de los Estados Unidos de América. 

II 

Sabido es que el derecho de toda persona a poseer y portar un 

arma de fuego se encuentra garantizado por la segunda enmienda 
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de la Constitución de los Estados Unidos de América.  En específico, 

allí se dispone que “a well regulated Militia, being necessary to the 

security of a free State, the right of the people to keep and bear Arms, 

shall not be infringed.”  U.S. Const. Amend. II.  Ahora bien, aunque 

el derecho a la posesión y portación de armas fue reconocido como 

uno fundamental, el mismo no es ilimitado o absoluto, por lo que 

este admite restricciones.  Así lo dispuso el Tribunal Supremo de los 

Estados Unidos en District of Columbia v. Heller3 al expresar lo 

siguiente: [l]ike most rights, the right secured by the Second 

Amendment is not unlimited”.  Del mismo modo, añadió que: 

[n]othing in our opinion should be taken to cast doubt on 
longstanding prohibitions on the possession of firearms 
by felons and the mentally ill, or laws forbidding the 
carrying of firearms in sensitive places such as schools 
and government buildings, or laws imposing conditions 
and qualifications on the commercial sale of arms. Íd., 

págs. 626-627.4 
 
Cabe señalar que esta norma fue reiterada en McDonald v. 

City of Chicago, 561 US 742 (2010), y extensiva a los estados por 

virtud de la cláusula de privilegios e inmunidades contenida en la 

Decimocuarta Enmienda de la Constitución de los Estados Unidos.  

Siendo ello así, cualquier estado o territorio de los Estados Unidos 

ostenta la facultad para regular la posesión y el uso de las armas de 

fuego. 

En el caso de Puerto Rico, la Ley de Armas es el estatuto 

mediante el cual el Estado ejercitó su poder inherente de 

reglamentación, con el fin de promover una mayor seguridad y 

bienestar público.  Exposición de Motivos de la Ley de Armas de 

Puerto Rico, supra.  Con ello como norte, se fijó allí el proceso para 

la concesión de licencias de posesión y portación de armas de fuego.  

Véase Art. 2.02 de Ley de Armas de Puerto Rico, supra, 25 LPRA sec. 

                                                 
3 554 US 571, 626 (2008). 
4 Es importante señalar que en District of Columbia v. Heller, supra, se cuestionaba 

la prohibición absoluta que estaba contenida en la ley de Washington D.C. Íd., 

pág. 631.  
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456a.  De igual manera, y cónsono con el requisito antes 

mencionado, el Art. 5.04 penaliza a la persona que posea o porte un 

arma de fuego sin tener la correspondiente licencia.  25 LPRA 458c.   

Ante todo lo expuesto, somos del criterio que el requerir una 

licencia para la posesión y portación de armas, no constituye una 

prohibición absoluta al derecho de un individuo de portar armas.  

En consecuencia, sostenemos que el Art. 5.04 de la Ley de Armas 

de Puerto Rico, supra, es constitucional. 

Además, en este caso el señor Ramos no es un ciudadano a 

quien se le haya negado la licencia de portación de armas.  Todo lo 

contrario, en clara violación al Art. 5.04 de Ley de Armas de Puerto 

Rico, supra, se le encontró en posesión y portación de un arma sin 

la debida licencia emitida por el Estado, y como agravante, se le 

imputó reincidencia.   

 Ante todo lo expuesto, entendemos que no es necesario una 

discusión más detenida por nuestra parte, pues la decisión aquí 

impugnada es cónsona con nuestro estado de derecho vigente.  

Consecuente, denegamos expedir el auto solicitado.  Regla 40(D) del 

Reglamento del Tribunal de apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

40(D).   

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

La jueza Cortés González concurre con el resultado y 

consigna: En atención a que lo procedente es denegar el recurso por 

los fundamentos, según fueron consignados en la Resolución, 

estamos impedidos de expresarnos sobre la constitucionalidad de la 

Ley de Armas.  

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


